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			A los 44 héroes del submarino ARA San Juan, 

			quienes con su ejemplo de entrega a la Patria nos 

			demostraron que la República Argentina 

			es mucho más que sobornos, Lebacs, dólares 

			o la tasa de interés de los plazos fijos.
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			Introducción

			Los casos de corrupción y el uso proselitista de la energía que tuvo lugar en los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner de la mano de Julio De Vido respondieron a un «mecanismo» bien preparado y aceitado que, hasta ahora, permanece oculto en la mayoría de sus engranajes. Desde el punto de vista económico, el desvío de fondos de los contratos energéticos es mucho más grande que el desfalco de la obra pública de Lázaro Báez, quien recibió 3 mil millones de dólares a través de licitaciones direccionadas y no terminó una buena parte de las rutas, puentes u otras construcciones encomendadas. Báez fue el eje de la primera etapa de las investigaciones sobre la corrupción K, y los contratos energéticos lo serán de la segunda. 

			Se trata de contratos por más de 30 mil millones de dólares sobre un total de 200 mil millones de dólares que manejó De Vido durante doce años en todo concepto. Los periodistas nos equivocamos al sobredimensionar el rol de Báez, que resulta pequeño comparado con lo que se llevó la energía. Repsol retiró del país más de 10 mil millones de dólares; las empresas que vendieron buques de gas natural líquido, otros 15 mil millones; las compras de gas oil a Venezuela, por lo menos 332 millones; la contratista de YPF, OPS, 3 mil millones; Oil Combustibles, de Cristóbal López, otros mil millones; Isolux, para la mina de Río Turbio, otros 122 millones; y Odebrecht, 287, entre otras. De estos y otros contratos surge esa cifra de 30 mil millones de dólares que es estimativa y parcial, porque para un investigador es imposible abarcar todos. 

			A lo largo de este libro, se verá cómo «el mecanismo» se repite en los desvíos millonarios de la mina de Río Turbio, en la compra de barcos con gas natural líquido (GNL) o de gas oil a Venezuela, en la planta de agua potabilizadora de Odebrecht, en la entrega de gas oil subsidiado a los colectivos y otros casos que se revelan y día a día irán ganando espacio en los medios. Como dice el fiscal federal Federico Delgado: «Odebrecht funciona como un concepto, porque encarnó un sistema de corrupción que ya no es materia de discusión jurídica», es decir, a su criterio ya está probado. Pero Odebrecht es solo una parte y no se trata de estigmatizar a ninguna empresa ni a ningún funcionario en particular hasta que la Justicia eventualmente lo condene. «El mecanismo» funciona como círculos concéntricos de distintos tamaños que giran alrededor del dinero, implica funcionarios corruptos y empresarios corruptores, licitaciones direccionadas o adjudicaciones directas por «emergencias», sobreprecios, certificados de avance de obra truchos, coimas, valijeros, empresas offshore y cuentas secretas en Suiza que se vinculan con la mayoría de estos contratos. Y, sobre todo, impunidad para aquellos que son parte de él. El politicólogo italiano Norberto Bobbio, autor del libro Democracia y secreto, dio una definición académica de qué es «el mecanismo». Dijo que en las democracias occidentales existe un «subgobierno» que actúa «en la oscuridad más perfecta, al que podríamos llamar criptogobierno», para defender sus intereses. Se trata de «un poder invisible» que ejerce violencia institucional contra aquellos que quieren investigarlo y combatirlo.

			Es, también, la parte más oscura de la sociedad argentina. Aunque De Vido se cuidó de no firmar muchos de los contratos cuestionados, su sello personal aparece en la mayoría de las obras y por eso ya tiene seis procesamientos y está imputado en otra docena de causas. Está procesado por la tragedia de Once, el direccionamiento de la obra pública a favor de Lázaro Báez, la compra de trenes chatarra a España y Portugal, la renegociación de los contratos ferroviarios, el desvío de fondos de la mina de Río Turbio y los gasoductos con Odebrecht. Sin embargo, «el mecanismo» mantiene, hasta ahora, ocultos los sobornos que la Justicia sospecha cobraron De Vido y su entorno. «Es una certeza que Odebrecht (junto a socios locales) pagó sobornos en la Argentina», sostuvo el fiscal Delgado. «Los beneficiarios finales (de las coimas) fueron los funcionarios públicos: Julio Miguel De Vido, Roberto Baratta, José Francisco López, Carlos Humberto Ben, José María Olazagasti, Oscar Raúl Biancuzzo, Fabián Lopez y Edgardo Atilio Bortolozzi», aseguró el fiscal, quien, pese a su perseverancia, consiguió varios procesamientos pero aún ninguna condena o la recuperación del dinero robado a todos los argentinos. El exministro es un engranaje clave, pero quienes mueven «el mecanismo» estaban por encima de él: los expresidentes Néstor y Cristina y aquellos empresarios que lo lubrican desde hace años y que son defendidos por los mejores estudios de abogados de Buenos Aires. Ellos, hasta ahora, han sido intocables para la Justicia. Pero el «mecanismo» no fue inventado por el kirchnerismo. Funcionaba incluso mucho antes de la aparición del menemismo, pero en la época K fue perfeccionado y llevado a cifras de dinero millonarias sin precedentes y esquemas de pagos internacionales y clandestinos cada vez más sofisticados gracias a un Estado que tuvo monumentales ingresos para gastar por las retenciones a las exportaciones de soja y el alto precio que tuvo en esos tiempos. Tampoco es un invento nacional como el dulce de leche o el colectivo. La serie de Netflix brasileña El mecanismo refleja, con varias licencias poéticas, las investigaciones de la causa judicial bautizada Operación Lava Jato (lava autos), que llevó a la prisión al expresidente de Brasil Lula Da Silva y a un centenar de exfuncionarios y empresarios, como Marcelo Odebrecht, el presidente de la mayor constructora de América Latina. Se estima que, a través de este «mecanismo», empresarios como Odebrecht pagaron unos 3 mil millones de dólares en coimas para conseguir contratos públicos, generalmente con sobreprecios, en América Latina y África.

			El «mecanismo» argentino también produce víctimas y victimarios. Las víctimas somos los 40 millones de argentinos que pagamos los impuestos que financian ese esquema de corrupción sistemática y como contrapartida recibimos una educación y salud pública cada vez más deterioradas y servicios de agua, cloacas, gas, teléfonos o electricidad de un país pobre de África.

			En 2015, la crisis energética heredada era de tal magnitud, que los aumentos de las tarifas de servicios públicos, sobre todo la electricidad y el gas, provocaron cimbronazos en los tres primeros años del Gobierno de Mauricio Macri. No se trata del lugar común de hablar de herencia recibida, porque las obras energéticas no se resuelven con la firma de un decreto. La energía no nace de un repollo, sino de obras de infraestructura, como represas hidroeléctricas, centrales eólicas o nucleares que tardan, por lo menos, una década en construirse, y si no se hacen, se agrandan los problemas. A mediados de 2018, el aumento de las tarifas de la electricidad y el gas, entre otros servicios públicos, complicó al Gobierno de Macri, incluyendo la corrida bancaria de mayo de ese año. Macri dijo que la energía escasa y cara «es el principal problema que tiene la Argentina» y se arrepentió puertas adentro de no haber denunciado cuando asumió en diciembre de 2015 la emergencia energética que recibió pese a los millones de dólares que se habían invertido.

			En abril de ese año, ante las críticas de la oposición y de la propia Elisa Carrió por el aumento de las tarifas, Macri dijo: «Siempre les he dicho y lo ratifico hoy: no soy mago. Me encantaría, pero no me sale eso. Pero tampoco soy estafador. Nada de lo que a uno le prometan que viene de regalo puede ser verdad». «Durante años nos hicieron creer que el gas y la electricidad eran gratis» y que «el subsidio a la energía era tan imprudente que, por ejemplo, un hogar humilde pagaba lo mismo que un departamento que consumía dos, tres, cuatro veces más», agregó. Cristina Kirchner salió inmediatamente en defensa de su Gobierno: «El argumento más rústico, para justificar el aumento desproporcionado, injusto y regresivo de las tarifas de gas y luz, dice que existe una pauta de consumo de derroche en los hogares». Pero en la polémica entre Cristina y Macri estuvo ausente el «mecanismo», como si ellos no conocieran los engranajes que lo mueven.

			Al margen del debate por la crisis energética y las tarifas, recién en los últimos meses de 2018 se empezaron a investigar los contratos energéticos en varias causas judiciales, y esto ha obligado a jueces de Comodoro Py a estudiar qué es un kilovatio o un BTU (una medida para el gas) para comprender la envergadura de las maniobras que tienen enfrente. Por eso hace falta revelar cómo funciona «el mecanismo», en una investigación periodística con una mirada global y no sectorizada en cada expediente y en el escándalo que se viene como si fueran compartimientos estancos. Y al presidente Macri, quien es un obsesivo de la cuestión energética como palanca del crecimiento de la economía, le queda decidir si mantiene su apoyo a estas investigaciones para intentar meter presos a los responsables de este agujero de plata negra, que está cerca de explotar en la Justicia, y que van desde Menem a Cristina pasando por los empresarios que fueron sus cómplices.

			«El mecanismo» y el «populismo energético», como lo llama el exsecretario de Energía radical Daniel Montamat, obligaron a Cristina a implementar el cepo cambiario en 2011, que terminó siendo el talón de Aquiles del proyecto político y económico kirchnerista. La mezcla de la corrupción y la ineficiencia en el manejo de los contratos energéticos entre 2003 y 2015 tuvo otra cara: los cortes de electricidad en la región metropolitana de Buenos Aires —que incluye la Capital y el Gran Buenos Aires— «pasaron de 8,3 horas por hogar en 2003 a 32,5 horas por hogar promedio en 2015». Es decir, un aumento anual de los cortes del 450 por ciento.

			Con la llegada del verano, era habitual ver vecinos cortando calles y encendiendo fogatas en la Capital y otras ciudades reclamando el restablecimiento de la luz. El Gobierno de Cristina Kirchner sabía que esas protestas constituyen un termómetro del humor de la sociedad, clave para ganar elecciones. Las fotos del bebé Joaquín Stefanizzi, que sufre de displasia e hipertensión broncopulmonar y que debía estar conectado las 24 horas a un concentrador de oxígeno para poder vivir, representaron uno de noventa casos graves de falta de electricidad que conmovieron a los argentinos. Y, como se sabe, la zona metropolitana define las elecciones en este país con cabeza de Goliat. 

			Por esa razón, Cristina ordenó a De Vido, por un lado, presionar a las empresas Edenor y Edesur (las distribuidoras minoristas de electricidad) para evitar cortes, aunque con su política de tarifas congeladas las había descapitalizado y dejado al borde de la quiebra, pero sin una autocrítica por su gestión. Todo lo contrario que hizo, en marzo de 2018, el ministro de Energía japonés: se disculpó a su pueblo por un corte de energía de veinte minutos, haciendo veinte reverencias en una conferencia de prensa.

			Por otro, la presidente pidió a su ministro de Planificación subsidiar los consumos de energía en la Capital y el Gran Buenos Aires, en detrimento del resto del país y del equilibro fiscal de las cuentas públicas. Un informe del jefe de gabinete de Cambiemos, Marcos Peña, estima que los subsidios a la electricidad y el gas llegaron a 80 mil millones de dólares entre 2003 y 2015. Para tener una idea de la magnitud de la cifra, las reservas del Banco Central a fines de 2017 llegaban a 52 mil millones de dólares. Es decir, se gastaron un Banco Central y medio.

			En ese contexto del «festival de subsidios», la esposa de De Vido, Alessandra «Lali» Minnicelli, fue la autora intelectual de una resolución para creó en Internet un «Registro de renuncia voluntaria al subsidio» para le electricidad, el gas y el agua en beneficio de la Patria. Fue una buena táctica, aunque solo se anotaron el entonces vicepresidente Amado Boudou, los ministros del gabinete y el cantante Fito Páez, entre otros famosos K, y su impacto real fue un fracaso. Mientras en el plano interno, para evitar cortes y protestas sociales, la empresa estatal ENARSA alquilaba 581 generadores móviles alimentados con gas oil y los ubicaba en distintos barrios de Buenos Aires y otras ciudades. Cada generador le costaba 32.300 dólares por mes, independientemente de si estaba conectado o no. Así ENARSA gastaba más de 19 millones de dólares por mes en generadores de emergencia ubicados en barrios de clase media alta como Recoleta o Barrio Norte. El kirchnerismo decía levantar la bandera de la lucha por los pobres, pero redistribuía energía a la «Hood, Robin». En esta línea de pensamiento, paradójicamente, un gobierno que se autodenominaba nacional y popular hizo que el gas costara un 577 por ciento más a los pobres que a la clase media o alta de Palermo o Barrio Norte. Las personas de menores recursos no están integradas a la red de gas natural, sino que tienen que comprar gas de garrafa (1). 

			Pero lo más grave es que así como el desvío de fondos públicos que hizo el exsecretario de Transporte K Ricardo Jaime provocó la tragedia de Once con un saldo de 51 muertos, los desvíos de las inversiones energéticas —el «mecanismo» argentino— terminaron con la tragedia de la calle Salta de Rosario, que dejó veintidós muertos por una pérdida de gas. Ambos casos demuestran que la corrupción no es solo robarle a un «Estado bobo» que justifica la idea generalizada de votar a políticos porque «roban pero hacen», sino que mata. En este libro se tratará de hacer sentir, con datos, al lector que cada vez que prendía una lamparita le metían la mano en el bolsillo y que a través de sobreprecios en estos contratos «el mecanismo» se metía en su vida cotidiana.

			Desde el punto de vista técnico, lo más grave fue que en esos años la Argentina terminó de perder su autosuficiencia energética, que se había ganado durante la presidencia de Arturo Frondizi (gobernó entre 1958 y 1962). La caída de la producción de energía y el aumento del consumo por los subsidios redujeron los excedentes exportables y aumentaron las importaciones. La balanza comercial energética «pasó de un superávit de 4.900 millones de dólares a un déficit estimado de 5.000 millones de dólares entre 2003 y 2015». El gasto en subsidios e inversiones en energía del Gobierno nacional aumentó del 1,2% del producto bruto interno (PBI) en 2008 al 4,1% del PBI en 2015. Entre 2007 y 2015 el total acumulado de subsidios al sistema energético fue de unos 80 mil millones de dólares, como ya se dijo.

			La empresa estatal ENARSA, creada por Néstor Kirchner y De Vido como una «herramienta estratégica» para el control del mercado energético, terminó siendo una de las más grandes palancas del «mecanismo». Era tanta la obsesión de Néstor con la energía que en 2008, durante la crisis con el campo por las retenciones a las exportaciones de soja, le preguntó al CEO del Grupo Clarín, Héctor Magnetto, si le interesaba «el negocio petrolero y hasta mencionó áreas en el Orinoco, en Venezuela» (2). Magnetto rechazó la oferta, pero el comentario mostró llamativamente a un expresidente que también conocía el negocio petrolero de la Venezuela chavista. Y esta otra cara del tema: la energía como recurso estratégico y geopolítico y la dimensión latinoamericana del «mecanismo». Es cierto que la Unasur, el organismo creado a instancias de Hugo Chávez para que América del Sur defina sus políticas al margen de la OEA influenciada por Estados Unidos, había decidido que las grandes obras de infraestructura en la región, entre ellas las energéticas, las realizaran empresas latinoamericanas. Y que la Justicia de EE.UU. hizo estallar el caso Odebrecht porque parte de las coimas por 788 millones de dólares pagadas a políticos de doce países latinoamericanos y de África pasó por sus bancos. Pero también es cierto que EE.UU. frenó, sobre la base del refinado «mecanismo» de pagos de sobornos internacionales de Odebrecht, al gigante de la construcción brasileño que le había sacado millonarios negocios a sus empresas, como el aeropuerto de Miami. La dimensión internacional del problema no solo se ve al norte del río Bravo, sino también en los límites de la Argentina.

			El 11 de diciembre de 2015, el ministro de Energía, José Aranguren, se sorprendió recién asumido cuando recibió una carta de Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia (YPFB) advirtiendo que ejecutaría en la Justicia una deuda por los 374 millones de dólares garantizados en un contrato por el suministro de gas. Y se comprometió a tratar de denunciar la corrupción y revertir esta crisis energética, promesa que habrá que ver si cumple aún a costa de haberse convertido en el ministro más odiado del gabinete por los aumentos de la electricidad, la nafta y el gas. Pero su legado más grande tendrá consistencia si logra desarticular o por lo menos minimizar el funcionamiento del «mecanismo» y evitar que estos escándalos terminen impunes y/o borrados de la memoria social de los argentinos.

		


		
			Capítulo I

La pelea para excarcelar a De Vido,  la madre de todas las batallas

			De Vido, en la cárcel, sigue enojado con Cristina

			—No pienso en el día en que saldré libre. Pienso en qué haré mañana en la cárcel porque si no terminaré débil y melancolizado.

			Con esta frase recibe, a mediados de 2018, luego de casi ocho meses de prisión, Julio Miguel De Vido a quienes lo visitan en el complejo penitenciario federal II de la localidad bonaerense de Marcos Paz. A los 69 años, De Vido hace una rutina diaria de gimnasia casera. Esa rutina, que le da un colombiano preso por lavado de dinero, le permitió recuperar masa muscular y poner bajo control su diabetes. Se encuentra bajo el llamado «Sistema de Intervención para la Reducción del Índice de Corruptibilidad» para intentar evitar que corrompa a sus guardiacárceles. Usa el pelo casi rapado, se afeita calentando el agua en una estufa eléctrica, viste un equipo de jogging gris, usa zapatillas y escucha todo el día FM Clásica en un vieja radio Noblex Siete Mares que se compró a través de Mercado Libre. Para no alimentarse con comida «tumbera» —como les dicen a los platos de la penitenciaria—, su esposa Alessandra «Lali» Minnicelli todos los lunes le lleva alimentos y hace una «ranchada» con los otros siete presos comunes de su pabellón. Toma mucho mate. Su celda individual tiene solo un lavatorio y es sombría como todas las cárceles. Para recibir a las visitas en una salita tiene que atravesar dos rejas corredizas. Es un preso con buena conducta, que lee libros sobre política económica y ordena su cabeza con la intención, creen quienes lo visitan, de escribir un libro en defensa propia para tratar de reivindicar su gestión cuando salga libre.

			En esos días recibe muchas visitas y se presenta, como siempre lo fue, poco jovial y parco. Se muestra física e anímicamente muy fuerte. Una de esas citas fue con el diputado y líder de La Cámpora Andrés «Cuervo» Larroque. En la charla, el exministro de Planificación criticó con dureza a Cristina Kirchner por no haber ordenado a su bancada que impidiera su desafuero en la cámara baja y, también, fue implacable con su hijo, Máximo Kirchner. Posteriormente fue el turno del también diputado Eduardo «Wado» de Pedro, quien le confesó que no había concurrido antes porque le aconsejaron que resultaba políticamente inconveniente para el kirchnerismo. Imprudente, le contó que iba a ir a la entrega del premio «Jorge Moressi» al exsecretario Legal y Técnico de la Presidencia Carlos Zannini, al exvicepresidente Amado Boudou y otros en la legislatura porteña por su defensa de los derechos humanos. Zannini, unos días antes, había sido excarcelado por un tribunal oral en la causa por el encubrimiento de Irán en el atentado contra la AMIA. El exministro se enojó y lo despidió cortante: «Andate a ese acto. No pierdas tiempo conmigo». En cambio, De Vido recibió con cariño al excanciller y excompañero de gabinete Rafael Bielsa. El actual presidente de la Corporación América de Eduardo Eurnekián compartió tres años con De Vido el gabinete de Néstor Kirchner y sentía que tenía que visitarlo por «un imperativo de conciencia». Bielsa contó a este autor que De Vido tiene pegado en su celda un artículo suyo titulado «La soledad de los que pierden el poder» en el que critica, desde el punto de vista jurídico, la prisión preventiva del exministro (3). Durante la charla de más de cuatro horas, De Vido afirmó que estaba convencido de que «Cristina Kirchner no va a ser candidata a presidente en el 2019 porque no hay la misma temperatura política ni las presiones de los militantes para que vuelva». De Vido le dijo que sentía «dolor político, no personal», porque Cristina no había impedido su desafuero. Bielsa quedó en volver a visitarlo y llevarle su última novela Rojo sangre. 

			Estas escenas en la cárcel demuestran las divisiones que hay entre los kirchneristas sobre las consecuencias judiciales de las causas por corrupción que se investigan gracias a la sorpresiva derrota electoral del candidato presidencial kirchnerista Daniel Scioli en noviembre de 2015. Las diferencias son por la divergencia de criterio entre los jueces sobre las prisiones preventivas. Si no ganaba Mauricio Macri, pocos hubiesen sido los jueces que se hubiesen atrevido a poner el acelerador en las causas que investigaban a media máquina o directamente tenían dormidas. 

			Sobre todo con De Vido, quien hasta esas elecciones era un intocable para los tribunales de Comodoro Py. El extodopoderoso ministro de Néstor y Cristina Kirchner —que había manejado contratos de obra pública, transporte y energía por 200 mil millones de dólares en doce años— se había refugiado en la Cámara de Diputados, donde el kirchnerismo y sus aliados lo «premiaron» con la estratégica presidencia de la Comisión de Energía y Combustibles. Para tener una idea de lo que valió la «lapicera» de De Vido, basta con recordar que el producto bruto interno (PBI) de la Argentina fue en 2017 de 600 mil millones de dólares. Es decir, solo en contratos públicos resolvió negocios equivalentes a un tercio de la economía argentina.

			En junio de 2016, un De Vido aún entonado políticamente con el poder que conservaba, a través de una carta y Twitter, le salió al cruce al ministro de Energía de Macri y exgerente general de la petrolera holandesa Shell, Juan José Aranguren, mientras comparecía en el Congreso para defender el aumento de las tarifas de los servicios públicos que prácticamente habían permanecido congeladas durante su gestión. El encono De Vido-Aranguren venía de la campaña durante la cual el primero acusó al entonces asesor de Macri de «despreciar la soberanía energética», tomando una frase clásica del viejo nacionalismo popular. Durante el Gobierno kirchnerista presionó a Shell con 117 sanciones por supuesto desabastecimiento y varias multas. Además, el entonces secretario de Comercio, Guillermo Moreno, pidió a la Justicia una prisión de 6 meses a 4 años contra Aranguren por cada una de las 57 causas que elevó a la Justicia. Todo porque se negaba a retrotraer los precios de la nafta u otras medidas administrativas sobre los recursos energéticos.

			En esa exposición ante el Congreso, Aranguren —vestido con un ambo azul y camisa celeste sin corbata— aseguró que si se continuaba con las políticas del De Vido «el país se quedaba sin energía». «Pasamos de tener energía abundante, exportada y barata a tener energía escasa, importada y cara», atacó el ingeniero macrista en esa exposición a la que faltó De Vido, quien se defendió con una carta que leyó el diputado K y exabogado de la CGT, Héctor Recalde.

			De Vido contrarreplicó que las explicaciones de Aranguren «fueron pobres, insuficientes e incluso disparatadas». Y aseguró que, por el contrario, durante su gestión dejaron «un sistema energético en pleno funcionamiento y con energía disponible en todos los rincones del país». Entre los «logros» de su gestión, destacó: «Terminamos la central nuclear Atucha II, la represa Yacyretá e iniciamos la construcción de las represas Kirchner-Cepernic. Dejamos un plan nuclear de largo plazo con tres centrales nucleares planificadas». Luego criticó a su sucesor en el área energética con argumentos ideológicos: «Aranguren cambió la política energética no porque fuéramos a quedarnos sin energía sino porque tiene un proyecto diferente. Es el ministro de Energía del neoliberalismo. Su proyecto político es la exclusión social y provincial: hambre y miseria para el pueblo».

			Pero la descarga verbal de De Vido no solo era ideológica, sino también una reacción defensiva, porque Aranguren, a principios de 2016, le había formulado siete denuncias penales y presentado pruebas en otras ocho causas judiciales, complicando la situación judicial del exministro de Planificación Federal. Con bajo perfil, Aranguren formuló o empujó las siguientes denuncias: irregularidades en el programa Refino Plus, sobreprecios en la expansión del gasoducto Santa Cruz, rescisión del contrato para la ampliación de gasoductos de la Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico (CAMMESA), ampliación gasoductos Bolívar-Plan Más Cerca, irregularidades en la venta de lingotes de oro de Yacimientos Aguas de Dionisio y en la edición de un libro con los «logros» de De Vido financiado por la empresa estatal Nucleoeléctrica Argentina (NASA). Además, aportó pruebas en la causa por desvíos en la rendición de la caja chica del exsecretario de Coordinación del Ministerio de Planificación Roberto Baratta, en el enriquecimiento ilícito de De Vido, en la causa por la compra de acciones de Petrobas Energía por parte de ENARSA, en el escándalo de la mina de Río Turbio, en las compras de gas oil a través de ENARSA y en la contratación del transporte de combustible Atalaya, entre otras. Aranguren había mostrado partes del «mecanismo» que encubrió los negocios del kirchnerismo con la energía, pero sin lograr una rápida respuesta de la Justicia.

			Con el apoyo de los sectores económicos beneficiados con su «lapicera», más la red de protección que había tejido en los tribunales de Comodoro Py, y los contactos que había armado con la SIDE, De Vido resistió durante el primer año y medio del Gobierno de Mauricio Macri. Era indudable que «el mecanismo» lo protegía, a pesar de que casi todo su gabinete había quedado procesado o con prisión preventiva. La diputada Elisa Carrió, la enemiga número 1 de De Vido, afirmó que «Fredy Lijo —el hermano del juez Ariel Lijo— era su principal operador judicial» en esa red que le garantizó impunidad durante tanto tiempo.

			La estructura de protección del exministro llegaba hasta el Consejo de la Magistratura. Valeria De Vido, hija del exministro y abogada de 34 años, había sido nombrada —a través de la resolución 296 de 2015— asesora en la vocalía del diputado del Frente para la Victoria (FpV) Héctor Recalde, en ese organismo encargado de proponer y destituir jueces. Luego Valeria De Vido pasó a la vocalía del académico kirchnerista Daniel Candis, quien se dio vuelta y frenó con su voto, a mediados de 2017, la destitución del miembro de la sala I de la cámara federal Eduardo Freiler. De nada había servido la invitación macrista para un viaje a Italia para reunirse con miembros del Consejo de la Magistratura italiano para ablandarlo. Se trataba del futuro de un camarista que había rechazado una prueba clave contra De Vido en la causa Skanska y había convalidado sin investigar, por ejemplo, el archivo de la denuncia del exfiscal del caso AMIA Alberto Nisman contra Cristina Kirchner por encubrimiento de cinco iraníes en la causa del atentado de 1994, entre otras resoluciones que estuvieron en sintonía con la estrategia judicial kirchnerista (4). Freiler era un engranaje del «mecanismo».

			Con estos apoyos en la Justicia y en el Consejo de la Magistratura por detrás, el 6 de mayo de 2017, invocando sus fueros de diputado nacional, De Vido, de la mano de su abogado Adrián Malloney, frenó un allanamiento en la puerta de su departamento de avenida Del Libertador al 2200 ordenado por el juez federal Luis Rodríguez. Era una medida de prueba para la causa en que está acusado por enriquecimiento ilícito como funcionario nacional entre 2003 y 2015. Rápido de reflejos, Malloney argumentó ante el juez que De Vido «tiene fueros por su condición de diputado nacional por el Frente para la Victoria», que protegen, también, su domicilio, y se suspendió el operativo. El allanamiento tenía como objetivo buscar los libros societarios de «Uni Vite Argentina SA», debido a que un socio de esa empresa había fijado como último domicilio el departamento que «alquila» la familia de De Vido desde hace varios años.

			Esta causa había tenido tantas idas y venidas, que demuestra el poder que tenía el único ministro de los Kirchner que duró doce años en el poder. Había sido cerrada con un sobreseimiento del entonces juez federal Octavio Aráoz de Lamadrid y de la sala I de la cámara federal porteña que integraba Freiler, pero la Cámara Federal de Casación Penal —el máximo tribunal penal antes de la Corte Suprema— ordenó en 2017 reabrirla, al hacer lugar a una apelación de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas (FIA) por una vieja denuncia del infatigable abogado Ricardo Monner Sans. En la causa también se investiga la compra de la famosa chacra en Puerto Panal, en la localidad bonaerense de Zárate, donde cría palomas de raza, pero esa es otra historia.

			Entonces, el juez Rodríguez —quien tomó la causa tras la renuncia de Aráoz de Lamadrid— pidió autorización a la Cámara de Diputados para realizar el allanamiento. El 24 de mayo, luego de una fuerte discusión, la cámara baja aprobó un proyecto de resolución del legislador del PRO Pablo Tonelli que autorizó el allanamiento. Luego de un largo debate, el proyecto se aprobó con 137 a favor, 49 en contra y una abstención, la del propio De Vido. Durante el debate, Elisa Carrió se cruzó varias veces con el exministro:

			—Carrió (vestida con una blusa azul con adornos violetas y amarillos): Yo dije en el 2004 que De Vido es el más grande cajero del expresidente y de la expresidenta Cristina Kirchner a lo largo del tiempo. Por lo tanto debe autorizarse el allanamiento. 

			—De Vido (vestido con un traje azul y corbata al tono y aún con su clásico bigote blanco en forma de morsa): Con Carrió no se puede discutir. No soy ni he sido cajero de nadie. Hace cincuenta años que trabajo y veinticuatro en la función pública. Jamás he frenado un allanamiento.

			Al día siguiente de la votación, el juez allanó el departamento de la avenida Del Libertador 2275, ubicado frente al famoso café Tabac, y, también, la casa del club de campo Puerto Panal. La autorización para allanar —que la ley de fueros 25320 requiere del Congreso— fue más simbólica que efectiva, porque cuando se hizo ya habían pasado casi veinte días que permitieron probablemente esconder pruebas. El juez no secuestró nada de gran valor probatorio, pero el consenso logrado en Diputados mostró el inicio del declive del más poderoso ministro de Néstor y Cristina Kirchner. No obstante, la estocada final no provino de este caso, sino de la causa por la colosal maniobra con la mina de carbón de Río Turbio, ubicada en Santa Cruz.

			En esta avanzada inicial, los diputados oficialistas vieron que primero había que remover a los jueces que «protegían» a De Vido y otros exfuncionarios K. Así, la revancha de Cambiemos contra Freiler, cercano a «Justicia Legítima», tuvo que esperar varios meses por el cambio de posición del jefe de Valeria De Vido. El Consejo de la Magistratura tenía en noviembre de 2017 nuevamente que resolver, luego de un juicio político, la destitución de Freiler por mal desempeño de sus funciones, mientras se cocinaba otro caso en su contra por la compra de una enorme casa sobre avenida Del Libertador y una colección de autos, entre otros bienes. 

			En ese momento, De Vido estaba judicialmente indemne mientras que la mayoría de sus exsecretarios de Estado estaban presos o procesados en distintas causas en las que podría intervenir Freiler si había una instancia de apelación contra una medida de un juez de instrucción. Así, Cristina Kirchner, el exsecretario de Energía de De Vido, Daniel Cameron, el exsecretario de Comunicaciones, Carlos Salas, los exsecretarios de Transporte, Ricardo Jaime y Juan Carlos Schiavi, el exsecretario de Obras Públicas, José López, y el exsecretario de Minería, Jorge Mayoral, estaban a mano de ser favorecidos por Freiler. Es un engranaje del «mecanismo» que vincula a políticos y jueces: ayudarse mutuamente para garantizarse impunidad. Recién en noviembre de ese año, luego de una maquiavélica jugada política macrista, se pudo remover a Freiler. Se retrasó en la Corte el juramento de un nuevo miembro kirchnerista de la Magistratura para que el macrismo tuviera los votos necesarios para destituir al camarista que había protegido a De Vido y otros K. La jugada contó con la luz verde del presidente de la Corte, Ricardo Lorenzetti, y el senador peronista Miguel Ángel Pichetto, enfrentado ahora con los K.

			El escándalo de Río Turbio volteó a De Vido

			—Hija de puta, avisale a la mierda de tu marido que lo vamos a hacer mierda, que no abra más la boca. Último aviso.

			Eso gritó desde una moto un hombre encapuchado a la funcionaria de Yacimiento Carbonífero Río Turbio (YCRT) Marta Nilda Pérez, mientras iba manejando su auto por el barrio de Belgrano. El hombre que iba en la parte trasera de la moto había metido la cabeza a través de la ventanilla de su vehículo para amenazarla con esa frase y escaparse a toda velocidad. Corría mayo de 2016 y la causa de Río Turbio recién arrancaba.

			La mujer quedó aterrada. El esposo de Marta, Miguel Larragina, también es funcionario de YCRT y había empezado a colaborar con una auditoría integral ordenada por el nuevo interventor de la empresa estatal y abogado radical Omar Zeidan, lo que había creado un ambiente de hostilidad laboral hacia ella y su esposo. Antes de la amenaza motoquera, habían recibido agresiones mediante panfletos y pegatinas en el interior de la empresa. Este clima de agresión no era obviamente creado por empleados, sino por altos exfuncionarios que temían por las consecuencias legales de la auditoría que iba a destapar uno de los más grandes agujeros de la corrupción K en temas energéticos que «el mecanismo» quería ocultar.

			Volvamos un par de años antes para entender el escándalo de Río Turbio, la mina más austral de la Argentina. En diciembre de 2015, a pocos días del cambio de Gobierno, la empresa española Isolux había presentado un pedido para cobrar 122 millones de dólares adicionales por la construcción de una central térmica que iba a ser abastecida de carbón por la histórica mina de Río Turbio. El pedido terminó abriendo una investigación administrativa y judicial que iba a mutar a la mina de un ícono del desarrollo industrial, prometido por el kirchnerismo, a un símbolo de la corrupción, comparable desde lo mediático con el famoso petit hotel de la exsecretaria de Medio Ambiente de Menem, María Julia Alsogaray, ubicado en Barrio Norte.

			Desde la poltrona del Ministerio de Energía, Aranguren desechó ese pago y pidió una investigación a la Sindicatura General de la Nación (SIGEN). Se trata de la mina de carbón más grande del país y que en 2004 había sufrido un derrumbe que mató a catorce mineros y mostró las peligrosas condiciones de trabajo que esos trabajadores enfrentaban a diario. Eran parte de un equipo de 1.200 curtidos mineros que forman el pueblo homónimo con 12 mil habitantes y que venía de sufrir los avatares de las privatizaciones de la época de Menem y el fracaso de la concesión al enigmático empresario Sergio Taselli, que terminó con una denuncia por supuesto fraude. Un pueblo, en definitiva, que había escuchado muchas promesas y soportado otros tantos fracasos. En campaña, Cristina Kirchner, unos meses antes de dejar el poder en diciembre de 2015, había «inaugurado» una parte de la central termoeléctrica de 240 megawatts que se empezó a construir al lado de la mina. Pese a que, hasta ahora, la central nunca funcionó, con un emotivo discurso dijo que venía a «honrar la palabra, la historia y la memoria», porque se trataba de una promesa del expresidente Néstor Kirchner, cuya estatua mira, con los brazos abiertos, la monumental obra inconclusa a pocos metros de la entrada de la mina. Encendieron un tramo de la central para simular que funcionaba y luego del acto volvieron a apagarlo, como parte de un relato «industrialista». El encargado de honrar la palabra de Néstor fue De Vido, y hasta el 5 de julio de 2017 el exministro de Planificación parecía de amianto frente a las denuncias judiciales. Si bien estaba procesado e imputado en varias causas, ningún fiscal o juez se atrevía a pedir su detención. Por ejemplo, en la causa por el desvío de 206 millones de pesos del plan de viviendas Sueños Compartidos de las Madres de Plaza de Mayo, un mes antes de esa fecha clave el juez federal Marcelo Martínez De Giorgi le había dictado una falta de mérito, luego de procesar a Sergio Schoklender, Hebe de Bonafini —la histórica presidenta de las Madres— y al exsecretario de Obras Públicas, José López, entre otros. Hasta que unos días antes del 5 de julio de 2017, el fiscal Carlos Stornelli llamó a un periodista conocido y le dijo una frase en clave:

			—El enmascarado no se rinde. Estate atento a mi próximo dictamen.

			Stornelli había sido el fiscal que en los años noventa se constituyó en el motor de la causa, basada en una investigación de este autor, de la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia, que terminó con la condena al expresidente Carlos Menem a siete años de prisión. Luego fue ministro de Seguridad bonaerense durante un par de años de la gestión de Daniel Scioli, con quien terminó distanciado por negarse a firmar adjudicaciones directas de contratos para la policía bonaerense. Más tarde volvió a su fiscalía en Comodoro Py a continuar con su trabajo con la meticulosidad de su hobbie: coleccionar relojes. Ese día, Stornelli solicitó ante el juez Rodríguez —el mismo del allanamiento al departamento de De Vido— la indagatoria, el desafuero y la detención del exministro de Planificación y provocó un revuelo político. El pedido de indagatorias incluía a otros veintitrés involucrados en la causa, entre ellos a Roberto Baratta, la mano derecha del expoderoso funcionario K. También fueron requeridos a declarar como imputados el exsecretario de Minería, Jorge Mayoral, el exinterventor de Yacimientos Carboníferos de Río Turbio (YCRT) y actual intendente de esa ciudad de Santa Cruz por el kirchnerismo, Atanacio Pérez Osuna, y sus colaboradores Fernando Lisse, Miguel Larregina y Marta Pérez, entre otros. El tercero era el referente de De Vido en Santa Cruz.

			Stornelli se basó en un informe de la SIGEN —el mismo que había pedido Aranguren— y en una denuncia formulada por Zeidan. Este, de baja estatura y enormes ojos negros, es un NIC (nacido y criado) en el pueblo minero más austral de la Argentina. Los memoriosos recuerdan que su madre fue la reina del Carbón en los setenta y maestra de la mayoría de los habitantes de esa ciudad. Ante una pregunta de este autor en el programa de TV Animales sueltos, que conduce Alejandro Fantino, Zeidan reveló que Baratta era el «operativo» de De Vido en esta megaobra. Como prueba mostró un expediente que un empleado de YCRT salvó de «ser quemado» por orden de kirchneristas antes del cambio de Gobierno. En el expediente figura una nota firmada por puño y letra de Baratta en la que pide, en marzo de 2014, pagar «una indemnización de 1.074.000 pesos» (unos 122 millones de dólares al cambio de la época) por cambios en los precios de la obra a la unión transitoria de empresas encabezada por la española Isolux. 

			Pero el problema no era solo la central eléctrica. El presupuesto para la reconversión de la mina de Río Turbio, que dependía de De Vido, había aumentado de los 857 millones de dólares originales a 1.630 millones de dólares, luego de once redeterminaciones de precios, como la que mostró Zeidan.

			La plata debía gastarse en la modernización de YCRT para garantizar la generación de carbón y abastecer a una central térmica que se estaba construyendo al lado de la mina. Pero parte del dinero se tercerizó a través de una serie de convenios entre el Ministerio de Planificación, la facultad regional de Río Gallegos de la Universidad Tecnológica Nacional (UTN) y la fundación de esa casa de altos estudios Santa Cruz (Facultad Regional Santa Cruz). Los convenios eran para evitar tener que otorgar los contratos a través de licitaciones públicas. Con el agravante de que solo por esa intermediación YCRT pagaba siempre de más un 21%, en mitades repartidas para la UTN y la fundación de la UTN. Las universidades públicas son autárticas del Gobierno y no están obligadas seguir los mismos procedimientos que el Gobierno para contratar obras o servicios. Se trataba de un mismo modus operandi que De Vido había usado para la megamuestra de ciencia y tecnología Tecnópolis y la producción de telenovelas, como Mamá coraje, de la actriz kirchnerista Andrea del Boca, y de películas, por el que ahora es investigado en otras causas judiciales.

			Con parte de aquel aporte millonario del Tesoro Nacional, se debían construir 37 mil metros más de túneles en la mina, pero hasta 2015 solo se habían realizado 11 mil metros. La producción de carbón debía llegar a casi 6 mil toneladas y solo alcanzó 841 toneladas (5). La producción no aumentaba pese a que la planta de personal, paralelamente, se había incrementado en un 233%.

			Como otra muestra del mal manejo de los fondos, YCRT destinó 442 millones de pesos a la construcción del tren «turístico» Eva Perón. El tren se usó para otra foto de la campaña electoral de Máximo y Alicia Kirchner en 2015, como candidatos a diputado nacional y a gobernadora santacruceña, respectivamente. Luego, el tren nunca rodó un centímetro más sobre ningún riel. Iba a unir Río Gallegos con una estancia ubicada a 22 kilómetros, como atracción turística. Otro es el tren industrial preparado para llevar el carbón al puerto Loyola en Río Gallegos, que sí funciona.

			La mayoría de esos grandes pagos, como el del tren Eva Perón, se hicieron entre 2014 y 2015. Estudios del Banco Mundial advierten que los corruptos cometen la mayoría de sus maniobras un par de años antes de dejar el poder, cuando perciben que es su última oportunidad de hacerse ricos robando al Estado. 

			Un informe reservado del actual interventor, al que accedió este autor, precisa que en esos últimos años K, a través de esas compras trianguladas, se pagaron sobrecostos a proveedores de entre el 30 y el 399%, lo que significó un sobreprecio total de 56 millones de dólares. Como ejemplo, la compra de cañerías para el agua de la mina tenía un presupuesto del proveedor de 62 millones de pesos, pero mediante esta triangulación se terminaron pagando 311 millones. El sobrecosto del 399% debería entrar al libro de récords Guinness. Para colmo, a fines de 2017 la fundación de la UTN «no había terminado de rendir cuentas de los fondos recibidos desde el Estado». 

			Zeidan, además de a la UTN, metió en la causa a familiares de De Vido. En su denuncia ante el juez Rodríguez señaló que la SIGEN denunció los convenios firmados por el exinterventor Atanacio Pérez Osuna y el entonces decano de la Universidad Tecnológica Nacional, Martín Juan Goicoechea. Pero antes de 2015, «nada había observado la síndico jurisdiccional Lorena Tittamantti, quien fuera (en su momento) inferior jerárquica de la Dra. Alessandra Minnicelli, esposa del ministro de Planificación». Divorciado de su primera esposa, Silvia Daniela Rodríguez, con quien tuvo cuatro hijos: Facundo, Juan Manuel, Santiago y Valeria, De Vido volvió a formar pareja, en segundas nupcias, con Alessandra Minnicelli, con quien tuvo su último hijo, Julito.

			Pese a ser la mujer del ministro con más contratos públicos en sus manos, «Lali» Minnicelli fue la segunda de la SIGEN —el órgano de control interno del Gobierno— desde 2003 hasta diciembre de 2007. Su designación fue ampliamente cuestionada por incompatibilidad de tareas, pero ella dijo que se iba a abstener de controlar a su propio esposo. «Lali» es también hermana de Claudio «El Mono» Minnicelli, preso y procesado en la causa de la mafia de los contenedores. Es una abogada egresada de la Universidad de Buenos Aires (UBA). Ejerce la docencia en el Centro Universitario de Estudios de la Universidad Austral y es integrante del Consejo Asesor del Centro de Responsabilidad Social Empresaria de la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA. 

			Minnicelli prácticamente siguió a De Vido en los cargos que ocupó en la gobernación de Santa Cruz en la época de Néstor Kirchner y luego en la administración nacional. De Vido había llegado en los años noventa a Vialidad de Santa Cruz a propuesta del entonces intendente Kirchner. En la intendencia de Río Gallegos trabajaba como secretaria de Cultura Silvia Rodríguez, la primera esposa de De Vido. Cuando Néstor era candidato a gobernador en 1991 pensó en De Vido como su sucesor, pero Cristina le bajó el pulgar con un argumento de peso: «La gente de Río Gallegos no vota candidatos de otra parte». De Vido era un porteño emigrado a la capital santacruceña. Esa fue la primera fricción entre ambos. El candidato K fue Manuel López Leston, tío de Néstor, quien perdió la elección, según cuenta el periodista Daniel Gatti en el libro El amo del feudo.

			Cuando Kirchner ganó la gobernación, De Vido fue nombrado ministro de Econonía y Obras Públicas. Mientras tanto, Minnicelli era asesora letrada en el Instituto de Desarrollo Urbano y Vivienda de la Provincia de Santa Cruz y luego fue directora general de Asuntos Legales entre los años 1991-1994. Luego pasó a ser asesora de Presidencia de la Administración General de Vialidad Provincial de la Provincia de Santa Cruz. En 2003 fue coordinadora de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Economía y Obras Públicas en Santa Cruz. Paralelamente, entre los años 1996 y 1999 fue síndica suplente por las acciones de titularidad de Santa Cruz en YPF SA. En 1999, De Vido pasó a un cargo más importante en la provincia: ministro de Gobierno.

			En 2003, llegó a ser la segunda de la SIGEN de Néstor, pero cuando asumió Cristina la presidencia en 2007 Minnicelli debió dejar esa poltrona, lo que aumentaría las rispideces con la esposa de Néstor, que no era «nacida y criada» en Santa Cruz, sino una platense que no conocía a los Kirchner tanto como ella.

			Por esa y otras razones, seguramente la SIGEN en la época K no vio nada preocupante en las cuentas de Río Turbio. Sin embargo, la central térmica, que estaba construyendo la empresa española Isolux Corsan, fue un eje principal de las denuncias. En el informe SIGEN, además se descubrió que la obra incrementó su valor en un 90,28% respecto del costo original. Paralelamente, hubo dos hechos significativos vinculados a la filial argentina de la empresa española Isolux encargada de la construcción de la central térmica. Por un lado, la casa matriz de Isolux despidió en marzo de 2017, unas semanas después del arranque de la causa judicial, a la cúpula directiva de su sede en el país. Los relevos de los ejecutivos argentinos están «respaldados por el resultado de una investigación interna previa realizadas por indicación del nuevo equipo de gestión», según afirmó la compañía (6). «Si como consecuencia de estas investigaciones o de las indagaciones internas ordenadas por la dirección se derivara el conocimiento de algún hecho delictivo, la empresa lo pondría inmediatamente en manos de las autoridades judiciales», señaló la compañía en un comunicado tomando distancia de sus gerentes locales en una decisión más que significativa.

			Por otro lado, en noviembre de 2017, el juez en lo penal económico Diego García Berro, a pedido de la AFIP, realizó nueve allanamientos en las sedes en Santa Cruz de la unión transitoria de empresas Isolux-Corsan. Los operativos se realizaron después de que se detectó la utilización de «facturas apócrifas que habrían provocado una evasión de impuestos que podría superar los 200 millones de pesos». En otras causas, como la ruta del dinero K, las facturas truchas eran recibidas por empresas privadas para tapar en su contabilidad el pago de sobornos. A fines de 2017, Isolux Argentina estaba en proceso de disolución. Las constructoras Cartellone y Helport (de Eduardo Eurnekián) negociaban, al cierre de este libro, con el Gobierno de Macri para concluir la central luego de que se rescindiera el contrato. El Estado ya desembolsó 1.700 millones de dólares y falta invertir otros 200 en la central de Río Turbio que producirá 240 megawatts. Una central térmica de 160 megawatts, construida por el Gobierno de Macri en otra provincia, costó 160 millones de dólares, lo que habla del enorme sobreprecio y desvío de fondos. Pese a estas demostraciones de cómo «el mecanismo» buscaba destruir pruebas, De Vido resistía en su banca y jugaba a ponerse en el papel de víctima.

			Una discusión histórica sobre las prisiones preventivas 

			En una polémica decisión, tomada dos días después del pedido de Stornelli, el juez Rodríguez rechazó detener y pedir el desafuero de De Vido con el argumento de que «no había riesgo de fuga o entorpecimiento de la causa de Río Turbio». Rodríguez es un juez de carrera, amable y caballero en el trato, que pasó del fuero penal ordinario al federal con el apoyo del exauditor general de la Nación y exoperador judicial K Javier Fernández, a quien lo une una vieja amistad y el padrinazgo de uno de sus hijos. Ocupa el juzgado que tenía el exjuez Juan José Galeano, destituido por supuestas irregularidades en la investigación del atentado a la AMIA. Rodríguez cambió, dentro del mismo juzgado, su despacho a otra oficina, distinta de la de Galeano, y solo la decoró con la bandera argentina y un busto de San Martín.

			Antes de imponer el secreto de sumario en la causa, Rodríguez también rechazó la detención de Baratta y los otros veintiún imputados por el fiscal. Lo hizo argumentando que aún «no se habían agotado todas las pruebas necesarias» para indagar y menos aún detener y pedir el desafuero de De Vido (7). En cambio, aceptó realizar una serie de medidas de pruebas que le solicitó el fiscal, como realizar una serie de allanamientos, permitir la intervención de la Unidad de Información Financiera (UIF) en la causa, pedir una serie de informes a organismos del Estado y entidades privadas, entre otras. Rodríguez se enroló así entre los jueces que aceptan la jurisprudencia garantista del llamado «fallo Díaz Bessone» (por el exgeneral de la dictadura), en que una sala de la Cámara de Casación Federal estableció que solo puede haber detenciones en la etapa de instrucción si hay peligro de fuga o de entorpecimiento del accionar de la Justicia. «Es necesario tener en cuenta que la única justificación constitucionalmente válida para mantener privada de su libertad a una persona durante el proceso, cuando aún goza de la presunción de inocencia, es la existencia de peligro procesal», sostuvo el juez. Aferrándose a una interpretación ortodoxa de la carta magna, añadió que la detención debería concretarse solo ante «la existencia de elementos de convicción suficientes para presumir que intentará fugarse o que estando en libertad entorpecerá el desarrollo de la investigación». Así este debate de fondo se había abierto, por primera vez, en la Argentina desde el retorno de la democracia en 1983 e iba a traer sus consecuencias, mientras De Vido seguía protegido por «el mecanismo». Muchos abogados salieron a respaldar al juez Rodríguez, sin decir algunos que eran defensores de los imputados y que les correspondía, desde el punto de vista ético, guardar silencio.

			Paralelamente al rechazo del juez, el abogado Adrián Daniel Albor, defensor del imputado, y exdirectivo de Yacimiento Carbonífero de Río Turbio (YCRT) Fernando Lisse, denunció a Stornelli por una supuesta filtración del requerimiento de instrucción. Y, de manera sorpresiva, Rodríguez dijo que «le asiste razón» a Lisse, en vez de rechazarla directamente, en tiempos en que la Corte Suprema reclama a los jueces que comuniquen sus resoluciones a la opinión pública, y así aumentó la tensión con Stornelli. En la misma época, el presidente Ricardo Lorenzetti pide un código procesal penal que «ataque» la impunidad (8). Stornelli estalló de furia, y casi con la misma pasión que ama a sus dos hijos, apeló al día siguiente ante la Cámara Federal la negativa de Rodríguez para pedirle al Congreso que retire los fueros del diputado K Julio De Vido a fin de poder detenerlo. Así se abrió una pulseada entre el fiscal y el juez con una trascendencia judicial y política enorme.

			De espaldas a una ventana del quinto piso del edificio de Comodoro Py donde puede ver quiénes entran o salen a tribunales —alguna vez guardó un par de prismáticos en su escritorio—, Stornelli escribió su apelación, que sostiene que en este caso no se debe aplicar el criterio garantista, al que apeló Rodríguez, por «la magnitud» del desfalco contra el Estado y «el poder residual» de De Vido, como presidente de la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados, para obstruir la búsqueda de pruebas. Se basó, también, en las convenciones de la OEA y la ONU contra la corrupción, que aconsejan ese tipo de medidas en casos excepcionales y contienen una interpretación nueva de cómo combatir el fenómeno de la corrupción.

			La apelación recayó en la sala II de la Cámara Federal porteña que integraban en ese momento los jueces Martín Irurzun, Horacio Cattani y Eduardo Farah. Lisse era gerente de Explotación de Yacimientos Carboníferos Río Turbio (YCRT) en el momento en que ocurrió la maniobra. Stornelli ya se había negado a conceder la eximición de prisión —una especie de garantía de libertad durante el proceso— a Lisse porque tuvo un rol clave en el manejo de los fondos enviados desde el Ministerio de Planificación a la Universidad Tecnológica Nacional (UTN) de Santa Cruz y la fundación de esta casa de altos estudios.

			«Lisse tuvo una activa participación en el diseño, ejecución y desarrollo de una ingeniería delictiva que importó un desvío cercano a los 265 millones de pesos, dinero que por cierto abonó en concepto de gastos administrativos y comisiones a la UTN y su fundación», destacó el fiscal. Las obras de la mina «terminaron siendo trianguladas a particulares, en uno de los mecanismos más obscenos destinados a evitar la normativa aplicable en materia de contrataciones públicas y de control», agregó el fiscal en su apelación.

			Dos de los hechos más graves imputados a los acusados fue conceder el 10% del total de los 1.630 millones de dólares entregados por De Vido a la UTN y otro 10% a la fundación de esta universidad. De estos 1.630 millones de dólares salen los 265 millones de pesos desviados. Y otro hecho grave fue haber gastado casi 300 millones de pesos en el proyecto del tren turístico Eva Perón, que —al igual que la central— se «inauguró» pero nunca funcionó.

			Ese tren debería ingresar a la historia ferroviaria argentina, pero no por una proeza técnica, sino por sus costos. En un informe de la SIGEN elaborado por Horacio Pernasetti y Miguel Guzmán, al que accedió este autor en exclusiva, se informó que para el tren histórico «se firmaron 71 Convenios Específicos, con un Presupuesto Total de $ 716.110.277,53 y una Facturación de $ 296.659.694,46». Para la inauguración electoral, se contrató a un experto en restauraciones de ferrocarriles históricos, Gabriel Asenjo, quien había reconstruido la histórica formación de trenes «La Trochita» de Esquel. Se hizo viajar a un equipo de Asenjo desde La Boca, Buenos Aires, hasta Río Turbio solo para hacer rodar unos metros una locomotora a vapor con cuatro vagones, sacar fotos y hacer proselitismo político K. Luego de la escena electoral ni siquiera le terminaron de pagar los 3.800.000 pesos pautados por el trabajo al restaurador. «Se montó un circo y me hicieron poner en marcha una locomotora histórica sin los sistemas de lubricación funcionando, ni de alimentación de carbón y sin sistema eléctrico. Estaba inconclusa, aunque sí podía funcionar en un corto tramo limitado a los fines de exhibirla (fue conducida por personal de YCRT), pero no podía ser librada a servicio por la falta de pruebas mecánicas», contó Asenjo. El acto de la «inauguración» costó otro millón de pesos, violó una serie de mecanismos de control de gastos electorales y contó con la «participación personal del licenciado Roberto Baratta», dice el informe. Casi las mismas irregularidades encontró la SIGEN —en otro informe de Pernasetti y Guzmán— en los convenios de YCRT y la UTN con la Universidad Politécnica de Madrid para hacer un estudio geológico de los llamados macizos rocosos Manto Dorotea por más de 30 millones de pesos. Pernasetti —un exdiputado radical— y Guzmán acreditaron que «no hay constancias» de que el trabajo se haya hecho, pero se pagaron bienes y servicios para el estudio. Entonces, aconsejaron abrir un sumario administrativo y formular otra denuncia penal.

			Con todos estos antecedentes, el funcionario Lisse, según el fiscal, hizo maniobras para que la UTN recibiera el dinero y subdividiera un contrato, por ejemplo, de 12.999.800 pesos a fin de evitar llamar a una licitación pública. YCRT sí depende del Gobierno nacional y está obligada a cumplir con la Ley de Administración Financiera nacional y los llamados a licitación.

			Para el fiscal, en su apelación, «las relaciones de poder de los aquí imputados es un riesgo concreto que atenta contra el avance de la investigación y las posibilidades del armado de entramados de complicidades que fomente el ocultamiento de evidencias». Por esa razón, «tamaña defraudación a los intereses de la Hacienda Pública no habría podido llevarse a cabo durante el transcurso de más de seis años sin el silencio connivente de los funcionarios», subrayó Stornelli. El fiscal ponía así, por primera vez, en duda la tendencia garantista de los derechos individuales que había sido clave en la restauración de la democracia en 1983 luego de que la dictadura violara sistemáticamente los derechos humanos, pero que ahora, con una interpretación excesiva de los seguidores del exjuez de la Corte, Raúl Zaffaroni, era usada como un escudo de impunidad por los acusados de corrupción.

			Con los votos K y de la izquierda dura rechazan  la expulsión de De Vido

			El 26 de julio de 2017, el pedido de Stornelli provocó una discusión histórica en la Cámara de Diputados de la Nación, llena de tensión, desesperación y mensajes políticos. Luego de varias horas de debate, el kirchnerismo, con el llamativo apoyo de los diputados de la izquierda troskista, logró rechazar una moción de Elisa Carrió para echar a De Vido por «inhabilidad moral» de la Cámara de Diputados, sin esperar que el juez Rodríguez pidiera su desafuero. Entre gritos y aplausos, el bloque oficialista de Cambiemos consiguió reunir 138 votos para expulsar al exministro, pero no le alcanzaron. Necesitaba 158 voluntades. Ese día en el recinto de la cámara baja, más tensionado que de costumbre, pudieron verse escenas dignas de una película del neorrealismo italiano encaramado en Federico Fellini; Julio De Vido —quien ya había cambiado el bigote tipo morsa por una tupida barba blanca— tomó la palabra y dijo: «Soy una víctima de un plan de persecución del modelo liberal y conservador contra el modelo nacional y popular». 

			Simultáneamente, por las redes sociales se difundía un video casero en que De Vido defendía las obras de Río Turbio, decía que no se pagaron coimas y que el Gobierno de Macri buscaba «cerrar» la mina y quitarle el trabajo a la UTN y dárselo a «consultoras privadas».

			El «plan», decía De Vido, mientras enfatizaba las frase levantando el dedo índice derecho, había sido sacado del libro El arte de ganar, del asesor presidencial ecuatoriano Jaime Durán Barba, que incluía la idea de «aniquilar» al adversario. «Jamás me amparé en los fueros. Siempre asistí ante todo los requerimientos de la Justicia», leyó otro párrafo de su discurso, mientras desde la oposición le recordaban que no había sido así. «No, no. Ese fue un pedido de aclaración a un juez que antes era un juez K y ahora es un juez probo», respondió con una ironía. Se levantó el cuello de un pulóver marrón que llevaba debajo de un saco azul y terminó su discurso, repleto de críticas al Gobierno de Macri con un componente emotivo: «Quieren destruirme», soltó, casi en tono dramático y tratando de demostrar que era una supuesta lucha épica entre el «modelo nacional y popular» y el «modelo neoliberal». Los aplausos se transformaron en una ovación de sus pares del bloque K. Y comenzó un desfile de legisladores por su banca para saludarlo.

			Acto seguido, tomó la palabra Lilita Carrió, su máxima enemiga en la Cámara de Diputados y primera que lo había denunciado, en soledad, ante la Justicia en 2008. Vestida con un trajecito azul, la chaqueña, que venía de sufrir un infarto que le costó la colocación de dos stents, aguardó unos segundos y empezó: «Le reconozco a Julio De Vido la obediencia debida al expresidente Kirchner. Era el cajero».

			Fue aplaudida por su bloque. Pero ese fue solo el comienzo de un discurso memorable: «Yo acuso y pido la exclusión del señor De Vido por infame traidor a la Patria en los términos del artículo 36 de la Constitución Nacional», dijo parafraseando una definición del escritor francés Émile Zola en un alegato histórico en favor del capitán Alfred Dreyfus, acusado falsamente de espía alemán en un famoso caso de antisemitismo a principios del siglo XX. Este artículo constitucional citado por la chaqueña se refiere a quienes atenten contra el sistema democrático, y a que «atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos». Desde la oposición, se le recordó que en la versión original de la Constitución el artículo se refería a la inhabilidad física. Carrió levantó los brazos en «U» y explicó: «Claro, en esa época no existía Freud y se refería a inhabilidades física que hoy la medicina puede curar». «La corrupción forma parte de un atentado al orden democrático. Cuando conlleva enriquecimiento ilícito, los califica como infames traidores a la Patria», agregó. «Esa es causal de indignidad, yo veo que hoy seguramente no lleguemos a los dos tercios, pero saben, es un milagro para mí, después de tantos años de ser la única que fui al banquillo de los acusados (por las denuncias de calumnias e injurias que le hizo De Vido), poder decirle esto acá. Siento que todo tuvo sentido», agregó Carrió, orgullosa, luego de años de haber denunciado al poder K sin resultados judiciales y de haber sido la articuladora en 2015 de la alianza electoral entre el PRO, la UCR y su Coalición Cívica.

			La diputada también lanzó una crítica a parte de los diputados que dudaban. «Acá no hay gatopardismo, acá es blanco o negro, hay protección y participación (de la corrupción) o hay limpieza del país», advirtió. «La culpa no es de Cambiemos si es débil. La culpa la tiene también parte del pueblo de la Nación que, sabiendo que le roban, vota ladrones. De eso no me voy a hacer cargo. Que cada nombre y apellido figure en todos los lugares, que sea la sociedad que decida si quiere la verdad o si quiere la impunidad», completó. Luego, Carrió replicó un comentario de la diputada K Juliana Di Tullio con una sarcástica frase: «Silencio, querida, vos sos la socia de Rudy Ulloa Igor, que era otro valijero de Kirchner, contrabandista de Santa Cruz». Di Tullio —quien se tatuó la frase «No fue magia»— fue socia en un negocio de venta de ropa con la exmujer del excanillita de Néstor Kirchner, devenido empresario de medios y millonario.

			«En 2008 denunciamos sobreprecios en cárceles. De Vido llevó a firmar al entonces ministro de Justicia Rosatti. Y Rosatti, que es decente, renunció para no firmarle los sobreprecios al señor De Vido», recordó Carrió, en alusión al actual ministro de la Corte Suprema de Justicia Horacio Rosatti.

			«Sergio Acevedo se negó a pagar coimas. Y por eso se lo depuso de la gobernación de Santa Cruz. Se negó a pagar las coimas que le exigían Kirchner y el ministro De Vido», siguió, en alusión al extitular de la SIDE y exgobernador santacruceño, quien se fue de este último cargo en 2006, luego de una maniobra de la SIDE K contra su vida privada, y volvió a ejercer la docencia en la pequeña localidad santacruceña de Pico Truncado.

			«Yo he visto las negociaciones que hicieron al punto que vaciaron YPF de una manera escandalosa», adelantó sobre una de las investigaciones que al cierre de este libro aún tenía abierta y estaba por presentar. También tuvo un cruce con el exministro de Economía y ahora diputado nacional Axel Kicillof. «Investigame hasta el final, querido. Vos no podés explicar la entrega de YPF, patrimonio de la Nación», lo cruzó con un tono maternal. Mientras era ministro de Economía, Kiciloff era director ad honoren en YPF y fue el que avaló el pago de una indemnización millonaria a Repsol luego de la polémica reestatización.

			«Esto no es electoral para mí. Yo recé durante años para que el más corrupto de la historia llamado De Vido y Néstor Kirchner, que Dios lo tenga en su gloria, pagaran sus culpas», señaló profética Carrió.

			La diputada de Cambiemos tuvo un párrafo aparte para referirse a los diputados chaqueños Sandra Mendoza —exesposa del exjefe de gabinete K Jorge Capitanich— y Juan Manuel Pedrini —hijo del histórico dirigente del PJ Adam Pedrini—. «Los padres de muchos de acá fueron peronistas decentes. Lamentos que muchos de los hijos de ellos estén votando la protección de De Vido», terminó ante los vítores de su banca.

			Otro cruce duro fue entre el diputado de Carrió, Fernando Sánchez, y la diputada ultra K Diana Conti. Con un saco animal print blanco y negro en la espalda, Conti le advirtió, con una grosería, al «lilito» que «la vida política gira y en el futuro te vas a meter tus frases donde no te da el sol y no tenés pelotas», en alusión a un hipotético regreso de CFK en 2019.

			Al momento de votar, frente a esos 138 votos, hubo 3 abstenciones y 95 diputados que rechazaron la iniciativa para quitarle su banca a De Vido por «inhabilidad moral». Entre esos 95 votos, además de los de la banca del Frente para la Victoria, hubo votos de exkirchneristas, del Movimiento Evita y llamativamente de los partidos de izquierda nucleados en el Frente de Izquierda de los Trabajadores (FIT), que está integrado por el Partido Obrero, el Partido de los Trabajadores Socialistas e Izquierda Socialista, quienes creían que iba a ser un antecedente peligroso para echar diputados por cuestiones ideológicas. De Vido había zafado una vez más gracias al «mecanismo» y otros que no comprendían lo histórico de la votación, pero el exministro K ya estaba, políticamente, herido de muerte.

			La Cámara Federal porteña da la estocada final

			Pese a esta primera derrota de la ofensiva contra De Vido en Diputados, la sala II de la Cámara Federal porteña, con el voto en disidencia del juez Eduardo Farah, ordenó al juez Rodríguez que revisara su pertinaz negativa a pedir el desafuero del diputado del FpV y su posterior detención. ¿Cómo se votó en esa sala, que es una de las dos en que está dividido ese tribunal de alzada? Por un lado, el juez Eduardo Farah —uno de los nuevos de la Cámara, que había llegado en la época K desde los tribunales de Mar del Plata— señaló que citar a indagatoria «es potestad del juez» y, por el otro, Martín Irurzun —llamado del grupo de los «canosos» del tribunal, por su antigüedad— planteó que la decisión de Rodríguez «fue arbitraria». Entonces, se desempató con el voto del camarista Leopoldo Bruglia, que integra la sala I del mismo tribunal y se lo convocó especialmente para que dirimiera el empate. El punto más sensible era el pedido del fiscal Stornelli sobre el desafuero de De Vido y su posterior detención, medida que alcanzaba a otros imputados. El fuero de los legisladores fue creado para evitar que gobiernos, como el de la llamada Década Infame, mandaran arbitrariamente a detener a diputados de la oposición —el ejemplo más notorio era el socialista Alfredo Palacios— antes de ir a votar a la cámara baja. No fue diseñado para evitar la acción de la Justicia, aunque con el expresidente Carlos Menem —condenado a siete años de prisión en la causa por la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia— y otros se lo usó como un escudo jurídico frente a los jueces, pero esta es otra historia de impunidad.

			En una posición similar a Stornelli, Irurzun y Bruglia consideraron que ante una causa tan compleja, donde se investigan «hechos de corrupción», se debe analizar la «posibilidad de entorpecimiento» de la investigación judicial relacionada al «mantenimiento del poder público o de sus influencias» de parte de los imputados (9). Por este motivo, ordenaron que el juez Rodríguez volviera a fallar al respecto y en consecuencia, revisara si correspondía o no hacer lugar al pedido de detención de De Vido. Un fallo de estas características era casi una orden que Rodríguez, subordinado de esa cámara, no podía ahora desestimar. Así se iba armando una tormenta legal perfecta sobre el principal «arquitecto» de los negocios de la energía K, entre otros.

			Sin embargo, cinco días después de esa resolución de la Cámara Federal, el juez Rodríguez acató parcialmente las órdenes de sus superiores: llamó a indagatoria a De Vido y otro de los imputados y les prohibió salir del país, pero no ordenó detenciones. También dispuso que los 36 imputados entregaran sus pasaportes en el juzgado, donde además deberían presentarse una vez al mes, les inhibió los bienes y congeló sus cuentas bancarias. Pero rechazó el tema de fondo: el pedido de detención de Stornelli, al considerar que existen «otras medidas menos gravosas que el encierro preventivo». Justificó el llamado a indagatorias en que los contratos celebrados habrían sido «los instrumentos utilizados por los imputados para obtener fraudulentamente recursos del Estado nacional». Entre los manejos de fondos realizados por la Fundación y que fueron investigados por el juez Rodríguez, se señaló que a fines de 2013 compró un inmueble en el «Complejo Palmas de Rocha» de la localidad bonaerense de San Isidro, en vez de destinar esos fondos a tareas relacionadas con la mina. A su vez, puntualizó que «posee millonarias inversiones en productos bancarios y que emitió numerosos cheques a personas físicas que fueron cobrados por caja». Una vez que se retira la plata por ventanilla es muy difícil de rastrear para saber en manos de quién terminó.

			Pero la pelea entre el juez y el fiscal por De Vido no terminó allí y ya era parte de los temas de discusión en el escenario político nacional. Once días después, Stornelli volvió a la carga y pidió a la Cámara Federal porteña que reexaminara la reiterada negativa del juez Rodríguez a no ordenar la prisión preventiva del exministro. En otro extenso dictamen lleno de citas de jurisprudencia, Stornelli sostuvo en su nuevo pedido la necesidad de considerar «la envergadura de la causa, el monto del perjuicio ocasionado y los vínculos entre los acusados». El fiscal Stornelli —a quien algunos políticos llaman despectivamente «Storbelli», porque siempre ocasiona problemas a los gobiernos de turno— planteó una vez más que no debía desconocerse que «las relaciones de poder de los imputados son un riesgo concreto que atenta contra el avance de la investigación». Luego advirtió sobre «las posibilidades del armado de entramados de complicidades que fomente el ocultamiento de evidencias». Subrayó la «envergadura de la causa que se investiga» e indicó que se debe analizar la «posibilidad de entorpecimiento» de la investigación relacionado al «mantenimiento del poder público o de sus influencias». Remarcó que debe tenerse en cuenta «el perjuicio millonario ocasionado» al Estado y se quejó por «la baja caución real» de 100 mil pesos que les aplicó el juez a los acusados. Era un debate de fondo y había mucho en juego. La relación entre Stornelli y Rodríguez había llegado al nivel más bajo de esos años y «el mecanismo» no quería perder a uno de sus principales sostenes.

			«No nos quedemos con el mediomundo lleno  de mojarritas»

			En apoyo de Stornelli, salió su superior, el fiscal ante la Cámara Federal porteña Germán Moldes. En una resolución, Moldes recordó que De Vido cuenta con «varios expedientes abiertos» por distintos casos de corrupción que muestran que se está «ante una situación criminal acreditada y que se caracteriza como acto de corrupción administrativa». «No hace falta saber leer debajo del agua para entender que el único de los imputados que hoy puede considerarse en posesión de vinculaciones con el poder público y sus influencias es Julio De Vido, hoy parapetado tras la protección que le brindan sus fueros parlamentarios», agregó. El también autor del libro Cuarenta iglesias romanas y experto en arquitectura de Roma es cultor de las frases coloquiales. Sin vueltas, calificó al exministro K como un «tramoyero en las inversiones de obra pública». El «Flaco» Moldes, como se lo llama en Comodoro Py, tiene un cartel en su escritorio que aclara que no fue nombrado por concurso como los fiscales jóvenes. Expuso que debe «ponderarse que existían ciertas posibilidades de entorpecimiento cuando alguno de los imputados estuviere en posición de abusar de aquellas relaciones o beneficios». Diferenció «el papel de los que no solo acumulan mayores cuotas de responsabilidad que aquellos que hicieron la comparsa». Y usó otra frase coloquial para sostener su posición: «No nos quedemos con el mediomundo lleno de mojarritas y el tiburón nadando en aguas abiertas», dando a entender que el pez grande seguía afuera de las redes de la Justicia. Dijo que es necesario «adecuar y agilizar los procedimientos que la Constitución Nacional prevé para lograr un efectivo sometimiento a proceso», y en su caso, «la eventual restricción efectiva de la libertad del único imputado actualmente en ejercicio del poder político (por su condición de diputado nacional)». Resaltó que De Vido cuenta con «acceso a la capacidad a la incidencia y negociación que tan alta función le habilita» para tratar de convencer a los camaristas ante esta tercera apelación de Stornelli, mientras la polémica hervía entre los que estaban en contra y a favor de mandar a la cárcel al poderoso exministro K y el alcance de las garantías individuales en el siglo XXI de la democracia argentina.
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